Hans Alvis Botero Vs Colpensiones.  Rad. 66001-31-05-005-2017-00530-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 6 de noviembre de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-005-2017-00530-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Hans Alvis Botero  

Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / ENFERMEDADES CONGÉNITAS, PROGRESIVAS O DEGENERATIVAS / FECHA DE ESTRUCTURACIÓN SOLO PUEDE VARIARSE SI COTIZACIONES POSTERIORES OBEDECEN A UNA VERDADERA CAPACIDAD LABORAL RESIDUAL / CARGA PROBATORIA DEL DEMANDANTE.
Haciendo un análisis del artículo 44 de la Ley 100 de 1993 “Revisión de las pensiones de invalidez”, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL867 de 23 de enero de 2019 radicación Nº 60171 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, recordó que la pensión de invalidez es una prestación económica que tiene como finalidad la protección de aquellas personas que debido a su situación médica no tienen la posibilidad de continuar vinculadas a la fuerza laboral, impidiéndole la generación de recursos para su subsistencia…
En concordancia con esa línea jurisprudencial, el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral ha sostenido que en los casos de enfermedades congénitas, progresivas o degenerativas, no necesariamente la fecha de estructuración que se fija en los dictámenes de pérdida de la capacidad laboral coincide con la fecha en la que el afiliado perdió definitivamente su capacidad para estar vinculado a la fuerza laboral, pues… es factible que conserve una capacidad laboral residual que le permita seguir vinculado efectivamente a la fuerza de trabajo; lo que implica que en cada caso en concreto… se determine a ciencia cierta en qué fecha el afiliado… perdió definitivamente su capacidad para trabajar y en ese orden marcar el hito a partir del cual se contabilizará la densidad de semanas cotizadas exigidas en la Ley para acceder o no al derecho…
De conformidad con la confesión hecha por el señor Hans Alvis Botero, no queda duda que él perdió definitivamente la capacidad para laboral el 15 de octubre de 2015 cuando sufrió la hemorragia intracerebral subcortical izquierda que le impidió reincorporarse efectivamente a la fuerza laboral, motivo por el que no es factible ubicar la fecha de estructuración de su invalidez del 66.65% en otra calenda diferente; por lo que, como quiera que tal y como lo explicó la Corte Suprema de Justicia, las cotizaciones efectuadas con posterioridad a la fecha de estructuración de la invalidez, solo pueden ser tenidas en cuenta cuando fueron sufragas en el ejercicio de una real y probada capacidad laboral residual del afiliado, al no haberse efectuado en este caso de esa manera, las mismas no se pueden tener en cuenta para esos efectos.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

… manifiesto mi inconformidad frente a la decisión mayoritaria por cuanto considero que la gravedad del accidente cerebro vascular que sufrió el señor Alvis Botero permitía inferir que estuvo en incapacidad médica mientras lo calificaban; no obstante, como no obra en el plenario la historia clínica ni hay prueba de incapacidades médicas que así lo demuestren, en esta sede debió decretarse esas pruebas de manera oficiosa para emitir una decisión plenamente sustentada…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Hoy, seis de noviembre de dos mil diecinueve, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 29 de mayo de 2019, así como el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a su favor, dentro del proceso que le promueve el señor HANS ALVIS BOTERO, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2017-00530-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Hans Alvis Botero que la justicia laboral tenga en cuenta las semanas cotizadas hasta el ciclo de julio de 2017 y posteriormente declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez a partir del 1º de agosto de 2017 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer el retroactivo pensional causado, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que nació el 22 de julio de 1964; en dictamen emitido el 1º de mayo de 2016 se determinó que tenía una PCL del 66.65% de origen común estructurada el 15 de octubre de 2015; el 9 de junio de 2017 solicita el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, pero la misma es negada por medio de la resolución Nº SUB104000 de 22 de junio de 2017, argumentándose que dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración no tiene cotizadas 50 semanas al sistema general de pensiones; elevó acción de tutela la cual fue resuelta en primera instancia por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Armenia quien concedió el derecho, pero en segunda instancia el a quem revocó esa decisión expresando que debía ser la jurisdicción ordinaria laboral la llamada a resolver esa situación.
Al dar respuesta a la demanda –fls.50 a 55- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó todo los hechos relacionados anteriormente. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Prescripción”, “Inexistencia de la obligación”, “Imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal”, “Buena fe”, “Imposibilidad de condena en costas” y “Genérica”. 

En sentencia de 29 de mayo de 2019, la funcionaria de primer grado determinó con base en la historia laboral allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones, que después de estructurarse la PCL del 66.65% del señor Hans Alvis Botero el 15 de octubre de 2015, él quedó con una capacidad laboral residual que le permitió continuar vinculado a la fuerza laboral, razón por la que esas semanas de cotización posteriores a la estructuración de la invalidez deben tenerse en cuenta. Bajo ese entendido condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer a favor del accionante la pensión de invalidez a partir del momento en que se produzca su desafiliación del sistema o en su defecto la última cotización al mismo, advirtiéndole que el derecho deberá reconocerse teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 40 de la Ley 100 de 1993, sin que la mesada pensional pueda ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente.
Inconforme con la decisión, la apoderada judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones interpuso recurso de apelación manifestando que la funcionaria de primera instancia no tuvo en cuenta la confesión hecha por el señor Hans Alvis Botero consistente en que después del accidente cerebrovascular que hizo que se fijara la fecha de estructuración el 15 de octubre de 2015, él no pudo continuar realizando las actividades laborales para las que fue contratado por el Consorcio Conlínea, independientemente que aparezcan las cotizaciones en la historia laboral, por lo que no es cierto que después de esa calenda el actor haya quedado con una capacidad laboral residual, razón por la que no es posible tener en cuenta las semanas cotizadas con posterioridad al 15 de octubre de 2015, y al no contar con la densidad de semanas exigidas en la Ley 860 de 2003 dentro de los tres años anteriores a esa fecha, no es posible que se le reconozca el derecho que solicita.

Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Quedó demostrado en el proceso que el señor Hans Alvis Botero tuvo una capacidad laboral residual que se extendió más allá del 15 de octubre de 2015, fecha en la que se fijó el 66.65% de pérdida de la capacidad laboral?
De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Tiene derecho el accionante a que se le reconozca la pensión de invalidez que solicita?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

FINALIDAD DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ Y LA CAPACIDAD LABORAL RESIDUAL.
Haciendo un análisis del artículo 44 de la Ley 100 de 1993 “Revisión de las pensiones de invalidez”, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL867 de 23 de enero de 2019 radicación Nº 60171 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, recordó que la pensión de invalidez es una prestación económica que tiene como finalidad la protección de aquellas personas que debido a su situación médica no tienen la posibilidad de continuar vinculadas a la fuerza laboral, impidiéndole la generación de recursos para su subsistencia; lo cual expresó de la siguiente manera:

“En ese orden, no debe perderse de vista que la pensión de invalidez tiene precisamente por objeto proteger a quienes, al no contar ya con ingresos fruto de su fuerza de trabajo, dada su condición médica, requieren una fuente de recursos que les permita garantizar su subsistencia en condiciones dignas.”.

En concordancia con esa línea jurisprudencial, el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral ha sostenido que en los casos de enfermedades congénitas, progresivas o degenerativas, no necesariamente la fecha de estructuración que se fija en los dictámenes de pérdida de la capacidad laboral coincide con la fecha en la que el afiliado perdió definitivamente su capacidad para estar vinculado a la fuerza laboral, pues a pesar de tener clínica y científicamente un grado de discapacidad igual o superior al 50%, es factible que conserve una capacidad laboral residual que le permita seguir vinculado efectivamente a la fuerza de trabajo; lo que implica que en cada caso en concreto, con base en las pruebas allegadas al proceso se determine a ciencia cierta en qué fecha el afiliado con una enfermedad congénita, crónica o degenerativa perdió definitivamente su capacidad para trabajar y en ese orden marcar el hito a partir del cual se contabilizará la densidad de semanas cotizadas exigidas en la Ley para acceder o no al derecho; postura ésta que fue reiterada en la sentencia SL3992 de 18 de septiembre de 2019, en la que recordó lo expuesto en la CSJ SL3275-2019, en los siguientes términos:

“Es por todo lo anterior que en casos en los que las personas con discapacidad relacionada con afecciones de tipo congénito, crónico, degenerativo o progresivo y que tienen la posibilidad de procurarse por sus propios medios una calidad de vida acorde con la dignidad humana pese a su condición, deben ser protegidas en aras de buscar que el sistema de seguridad social cubra la contingencia de la invalidez, una vez su estado de salud les impida seguir en uso de su capacidad laboral, derechos que, se itera, sí están reconocidos a los demás individuos.

Ahora bien, en aras de evitar el fraude al sistema general de pensiones y, a su vez, garantizar su sostenibilidad fiscal, es necesario, en cada caso, ponderar varias aristas del asunto a dilucidar, tales como el dictamen médico, las condiciones específicas del solicitante, la patología padecida, su historia laboral, entre otras, pues precisamente en razón a que el afiliado puede trabajar y, producto de ello, cotizar al sistema durante el tiempo que su condición se lo permita, es necesario corroborar si los aportes realizados se hicieron con la única finalidad de acreditar las semanas exigidas por la norma o si, por el contrario, existe un número importante de ellos resultantes de una actividad laboral efectivamente ejercida.

Es decir, es necesario examinar si las cotizaciones efectuadas después de la estructuración de la invalidez fueron sufragadas en ejercicio de una real y probada capacidad laboral residual del interesado, y no, que se hicieron con el único fin de defraudar al sistema de seguridad social. 

Debe advertirse que lo anterior no implica que sea válido alterar la fecha de estructuración de invalidez que hayan definido las autoridades médicas competentes, sin razón justificativa alguna o sin medio probatorio que así lo permita. De lo que se trata, es de llevar a cabo un análisis que incluye el supuesto fáctico que regula la normativa aplicable al asunto, a fin de determinar el momento desde el cual deberá realizarse el conteo de las semanas legalmente exigidas.

En resumen, se deben analizar las condiciones del solicitante, así como la existencia de una capacidad laboral residual, para de esta manera establecer el punto de partida para realizar el conteo de aportes que imponga la ley.”.
EL CASO CONCRETO

Según el dictamen Nº 2016150162XX de 1º de mayo de 2016 expedido por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.21 a 25- el señor Hans Alvis Botero tiene una pérdida de capacidad laboral del 66.65% de origen común estructurada el 15 de octubre de 2015.
De conformidad con la información suministrada en ese acto administrativo, el evento que desencadena ese porcentaje de pérdida de la capacidad laboral se origina el 15 de octubre de 2015 cuando el señor Alvis Botero sufre una hemorragia intracerebral que le ocasionó las secuelas neurológicas que allí detallan, las cuales catalogan de tipo degenerativo.
En efecto, al revisar el capítulo 5.1 correspondiente a la “Relación de documentos / Examen Físico” en donde se encuentra relacionada la historia clínica del accionante, se videncia que el día 15 de octubre de 2015 el señor Hans Alvis Botero es atendido por urgencias referenciándose ese evento en los siguientes términos: “déficit neurológico de hemicuerpo derecho, desviación de comisura laboral y disartria. TAC área hiperdensa gangliobasal izquierda de aprox 5cm de diámetro, correspondiente a hemorragia. A/ cuadro correspondiente a hemorragia intracerebral subcortical izquierda.”.
Así las cosas, al tratarse de un evento que generó secuelas calificadas como de tipo degenerativo, lo que corresponde verificar con base en la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia es si después del 15 de octubre de 2015 el señor Alvis Botero quedó con una real capacidad laboral residual que le permitieran continuar prestando efectivamente sus servicios, del cual surgían las cotizaciones al sistema general de pensiones.
En ese sentido, al revisar la historia laboral allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.66 a 72- se tiene que el señor Alvis Botero se afilió al régimen de prima media con prestación definida desde el 20 de febrero de 1989, observándose que hasta el 30 de junio de 2003 efectúa cotizaciones con muy pocas interrupciones; posteriormente el 1º de marzo de 2009 se reincorpora como cotizante dependiente hasta el 30 de abril de 2013 con algunos periodos de inactividad; el 1º de junio de 2015 se reactivan sus cotizaciones en calidad de trabajador dependiente con el Consorcio Conlínea2, quien reporta cotizaciones hasta el 31 de diciembre del año 2017; lo que llevaría a pensar que el actor después del evento clínico reportado el 15 de octubre de 2015, tuvo una capacidad laboral residual que le permitió seguir vinculado a la fuerza laboral y que generó esas cotizaciones al sistema general de pensiones a su favor.

Por lo definido con anterioridad, resulta necesario verificar si esos aportes posteriores a la fecha de estructuración de la invalidez fueron realizados en razón de una real y efectiva capacidad residual, y por ello, con el fin de que diera detalles al respecto, la entidad accionada solicitó que se decretara como prueba la práctica del interrogatorio de parte al demandante, a la cual accedió el juzgado de conocimiento, practicándose en la audiencia de trámite y juzgamiento llevada a cabo el 29 de mayo de 2019.
En esa diligencia la apoderada judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones le manifestó al actor que de acuerdo con la información inmersa en la historia laboral, con posterioridad a la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral en el año 2015 figuran cotizaciones efectuadas por la empresa en la que él trabajaba y a renglón seguido le preguntó si después de la fecha de estructuración de la invalidez él continuó desplegando las tareas para las que fue contratado por ese entidad, a lo que el señor Hans Alvis Botero contestó que no, que con posterioridad a esa fecha en la que le ocurrió ese accidente (hemorragia intracerebral subcortical izquierda) él no pudo continuar prestando efectivamente sus servicios, pero que la entidad empleadora continuó realizando las cotizaciones debido a que su contrato continuaba vigente, es decir, no obtenía ninguna remuneración porque no estaba trabajando, pero su empleador decidió seguir cancelando los aportes a la seguridad social.
De conformidad con la confesión hecha por el señor Hans Alvis Botero, no queda duda que él perdió definitivamente la capacidad para laboral el 15 de octubre de 2015 cuando sufrió la hemorragia intracerebral subcortical izquierda que le impidió reincorporarse efectivamente a la fuerza laboral, motivo por el que no es factible ubicar la fecha de estructuración de su invalidez del 66.65% en otra calenda diferente; por lo que, como quiera que tal y como lo explicó la Corte Suprema de Justicia, las cotizaciones efectuadas con posterioridad a la fecha de estructuración de la invalidez, solo pueden ser tenidas en cuenta cuando fueron sufragas en el ejercicio de una real y probada capacidad laboral residual del afiliado, al no haberse efectuado en este caso de esa manera, las mismas no se pueden tener en cuenta para esos efectos.

Sentado lo anterior, para poder acceder a la pensión de invalidez que solicita, le correspondía al señor Alvis Botero acreditar que dentro de los tres años anteriores al 15 de octubre de 2015 tenía cotizadas 50 semanas al sistema general de pensiones, como lo exige el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por la Ley 860 de 2003, pero al revisar su historia laboral –fls.66 a 72- se observa que en ese periodo el actor reporta cotizaciones correspondientes a 37 semanas, las cuales resultan insuficientes para acceder al derecho pretendido.

En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 29 de mayo de 2019, para en su lugar absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones de la totalidad de las pretensiones de la demanda.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, para en su lugar ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de la totalidad de las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN







        Con salvamento de voto
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SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad frente a la decisión mayoritaria por cuanto considero que la gravedad del accidente cerebro vascular que sufrió el señor Alvis Botero permitía inferir que estuvo en incapacidad médica mientras lo calificaban; no obstante, como no obra en el plenario la historia clínica ni hay prueba de incapacidades médicas que así lo demuestren, en esta sede debió decretarse esas pruebas de manera oficiosa para emitir una decisión plenamente sustentada, sin que sea dable aducir que a una persona incapacitada por enfermedad se le pueden desconocer las semanas cotizadas supuestamente porque no está laborando, ya que el contrato de trabajo está vigente y es obligación cotizar al sistema en todos los riesgos (salud, riesgos laborales y pensiones). 

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
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